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Dictamen de la Procuración General:





La Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Dolores resolvió -en lo que aquí interesa destacar por constituir materia de agravios- declarar la nulidad de lo actuado por el doctor Barragán desde fs. 39 hasta fs. 84 inclusive, con excepción de la actuación obrante en fs. 85/86 en tanto la misma fue realizada por su propio derecho, con pie en lo dispuesto por el art. 48 del Código Procesal Civil y Comercial que prevé dicha sanción cuando, como en el caso, el profesional actuante incumplió el deber de acompañar los documentos que acreditaran el mandato que los señores José Alfredo Ortiz y Luis Alberto Ortiz le confirieran para promover el presente juicio sucesorio, ni los nombrados se presentaron a ratificar las actuaciones que aquél cumplió en su favor (v. fs. 211/215 vta.).





Contra dicho modo de resolver, se alzó el doctor Barragán, por derecho propio -con patrocinio letrado-, mediante recursos extraordinarios de inaplicabilidad de ley y de nulidad (v. escritos de fs. 297/305 y fs. 306/310, respectivamente).





Recibidas en vista las presentes actuaciones (v. fs. 414), preciso es discurrir, de modo preliminar, acerca del alcance que corresponde asignar al pronunciamiento objeto de impugnación, a los fines de delimitar el marco de conocimiento sobre el cual deberé circunscribir la función  dictaminatoria que las leyes me encomiendan.





Del examen de las constancias obrantes en la sucesión del epígrafe, surge el dictado de la correspondiente declaratoria de herederos de la causante María Magdalena Barrera, entre los que fueron incluidos los señores José Alfredo Ortiz y Luis Alberto Ortiz que se presentaron al juicio a través de la representación del doctor Barragán   (v. fs. 68 y vta.).





Fuerza, entonces, preguntarse si la declarada nulidad de lo actuado por el citado profesional, dispuesta por la Alzada, alcanza al referido acto procesal atento que de la respuesta que sobre el tópico se brinde, dependerá la legitimación de esta Procuración General para emitir opinión sobre el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido, desde que -como es sabido- la declaratoria de herederos determina el cese de la intervención del Ministerio Público por imperio de lo dispuesto por el art. 728, inc. 1º del Código Procesal Civil y Comercial.





Y tengo para mí que la respuesta negativa al interrogante planteado se impone, ni bien se advierta que la descendencia de la causante con vocación hereditaria de su acervo sucesorio fue denunciada en el escrito de promoción del presente juicio universal por otros sucesores que también invocaron derechos hereditarios (v. fs. 6/7 vta.) y que, en definitiva, la materia llevada a la revisión del órgano de alzada versó sobre cuestiones atinentes a la clasificación de trabajos desempeñados por los dos profesionales que ejercieron la representación de los herederos, a los fines netamente regulatorios,  manteniéndose en el pronunciamiento de grado la solución que sobre el particular dio el juez de origen en fs. 94/95, si bien por otros fundamentos relacionados precisamente con la nulidad de lo actuado por el doctor Barragán. 





De suyo, entonces, concluida la actuación que al  agente fiscal le cupo en el trámite del presente juicio sucesorio (v. fs. 58, fs. 63 y fs. 68 vta.), no cabe más que concluir que la Jefatura de esta Procuración General no se halla legitimada para emitir dictamen sobre el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto por el doctor Barragán, por imperio de lo prescripto por los arts. 13, inc. 7 y 17 inc. 4 de la ley 12.061.





Ahora bien, en sustento de la pretensión nulificante incoada -única que, por las razones expuestas, determina mi intervención en autos (art. 297, C.P.C.C.)- denuncia el profesional apelante la violación del art. 168 de la Constitución local, en razón de sostener que la declaración de nulidad efectuada en los términos de lo dispuesto por el art. 48 del ordenamiento civil adjetivo fue dispuesta por el órgano de apelación actuante sin cumplir con las formalidades del acuerdo y voto individual de cada uno de los magistrados que lo integran, conforme lo exige la cláusula constitucional de mención como condición de validez de la decisión jurisdiccional recaída.





Añadiendo, como otro motivo de invalidación, la contradicción que imputa incurrida por la alzada en el tratamiento y resolución brindada en torno de las irregularidades que advirtió consumadas por ambos profesionales en lo tocante a la acreditación de las representaciones procesales por cada uno invocadas al decretar por un lado y referido a su intervención, la nulidad de lo actuado frente a la disímil solución que posibilita al otro letrado acreditar la representación invocada dentro del plazo que señala, a partir de la insuficiencia del mandato por carecer de la especialidad que indica el art. 1881 inc. 16 del Código Civil. 





Anticipo, desde ahora, opinión en sentido contrario a la procedencia de los motivos de impugnación que vertebran la pretensión invalidante incoada.





En primer lugar, porque la definitividad de la sentencia opugnada respecto del profesional apelante que, a su vez, determina la admisibilidad de los remedios extraordinarios procesales interpuestos por su propio derecho, no importa que en su dictado los jueces integrantes del tribunal colegiado hubieran tenido que observar las formas del acuerdo y voto individual, toda vez que el decisorio impugnado no se trata en estricto sentido de una sentencia definitiva sino de una decisión equiparable a tal, que si bien posibilita la revisión de lo resuelto en esta sede casatoria, no se expide sobre cuestiones esenciales (conf. S.C.B.A., doctr. causa Ac. 79.343 “Carro”, sent. del 10-IX-2003), pues de tal carácter lejos está de  participar la clasificación de trabajos a los fines la regulación de honorarios, ni la imposición de costas, aspectos a los que -en suma- se redujo la materia resuelta (v. dict. Proc. Gral. causa C. 87.820, de fecha 29-IX-2004, cuya conformidad prestó V.E. al fallar en la misma con fecha 6-VI-2007).





Y, en cuanto a lo demás traído, su improcedencia resulta palmaria ni bien se observe que la eventual contradicción que alega el presentante configurada en el fallo al proponer soluciones diversas frente a los déficits que la alzada imputó observados por ambos profesionales que intervinieron en el proceso, trasunta la típica imputación de un error de juicio, vicio que -sabido es- excede en mucho el acotado marco de cognición propio de la vía de nulidad intentada (conf. S.C.B.A., causas Ac. 83.214, sent. del 16-VI-2004; L. 87.550, sent. del 29-VIII-2007). 





En mérito de lo brevemente expuesto, concluyo, entonces, como adelanté, que el recurso extraordinario de nulidad traído es improcedente y así aconsejo lo declare V.E., llegada su hora.





La Plata, 28 de abril de 2009 - Juan Angel de Oliveira
A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 17 de noviembre de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Pettigiani, de Lázzari, Hitters, Negri, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 105.367, "Barrera, María Magdalena. Sucesión ab intestato".

A N T E C E D E N T E S


La Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Dolores declaró la nulidad de lo actuado por el doctor Barragán desde fs. 39 hasta fs. 84.


Se interpusieron, por el doctor Barragán, por derecho propio, recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley.


Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S


1ª. ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad?


    Caso negativo:


2ª. ¿Lo es el de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


1. Adujo el recurrente en primer término que la sentencia fue dictada sin haberse observado la formalidad del acuerdo previo y voto individual de los jueces lo que provoca insalvablemente su nulidad (art. 168, Constitución nacional, fs. 307).


Se ha dicho que hay determinadas decisiones a las que, si bien se les reconoce efectos de definitiva, en razón de su naturaleza no les es exigido la formalidad del acuerdo y del voto individual. La decisión recurrida en autos en tanto declara nulo lo actuado por el doctor Barragán por no haber acreditado el poder invocado en los términos del art. 48 del Código Procesal Civil y Comercial participa de tales características.


Cierto es también que en las "decisiones equiparadas a tal efecto" la exigencia de acuerdo y voto individual sólo procede si se pronuncia respecto de cuestiones esenciales, en los términos y alcances del art. 168 de la Constitución provincial. Pero ello no ocurre en autos donde el doctor Barragán recurre por derecho propio y como lo sostiene el señor Subprocurador General, lejos está de participar de tal carácter la clasificación de trabajos a los fines de la regulación de honorarios ni la imposición de costas, aspectos a los que -en suma- se redujo la materia resuelta (v. fs. 417 vta.).


2. Por último, adujo el recurrente que existe en el fallo una palmaria desigualdad ante la ley por cuanto en el mismo se decreta la nulidad de todo lo por él actuado, mientras que al letrado de la contraparte se le posibilita que acredite la personería invocada, atento la insuficiencia del mandato presentado (por carecer de la especialidad que indica el art. 1881 inc. 16 del Código Civil, fs. 309).


Tales planteos por constituir un eventual error de juzgamiento, son propios del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley y ajenos al remedio intentado (conf. C. 101.296, sent. del 16-XII-2009).


En concordancia con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, doy mi voto por la negativa.


Los señores jueces doctores de Lázzari, Hitters y Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votaron la primera cuestión también por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

1. En la presente sucesión ab intestato el juez de primera instancia rechazó la impugnación del doctor Barragán a la clasificación de trabajos efectuada por el doctor Zamora, la cual fue finalmente aprobada.


La Cámara, aunque por distintas motivaciones, confirmó la resolución apelada y -de oficio- anuló lo actuado por el doctor Barragán desde fs. 39 hasta fs. 84 inclusive; fundamentó su decisión en que el mentado profesional en ningún momento del proceso procedió a acompañar el mandato que se suponía le había sido otorgado encontrándose en su poder, como así tampoco a ratificar sus representados las actuaciones cumplidas en su favor.


2. Contra dicha parcela del pronunciamiento el doctor Barragán -por derecho propio- planteó recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el que denunció infracción a la doctrina legal construida por años por la Excma. Cámara de Apelaciones de Dolores e infracción al art. 48 del Código Procesal Civil y Comercial.


Adujo en suma que con la anterior composición de la Cámara no procedía la aplicación oficiosa de la sanción de nulidad por falta de acreditación de la personería luego de invocar el art. 48 del ritual; que ahora con la conformación de la nueva alzada, se pretende aplicar retroactivamente el instituto, causando innumerables perjuicios a los litigantes; que ese orden establecido por años constituye "doctrina legal" en el sentido que le confiere la ley a la motivación del recurso y, con ello sella la suerte de su procedencia; que no contrapesa otras normas de orden público que se encuentran a la par de la sanción aludida, como el caso de la preclusión procesal; concluyó finalmente que dicho principio impide la revisión de los actos que se encuentran firmes y consentidos por todas las partes intervinientes en autos, máxime cuando se encuentran convalidados por el órgano jurisdiccional, como en el caso (fs. 297/305).


3. El recurso no puede prosperar.


a) La nulidad que contempla el art. 48 del Código Procesal Civil y Comercial no es de la índole de las que atrapa el art. 169 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial, porque mientras para dicho régimen de las nulidades procesales el transcurso del tiempo es susceptible de convalidar el vicio, en cambio para el supuesto de falta de acreditación del poder o ausencia de ratificación, es el cumplimiento del plazo el que acarrea indefectiblemente la sanción de ineficacia (conf. doct. Ac. 32.684, sent. del 7-X-1986 en "Acuerdos y Sentencias", 1986-III-407; Ac. 49.124, sent. del 26-X-1993; Ac. 55.366, sent. del 20-V-1997 en "Acuerdos y Sentencias", 1997-II-836; Ac. 91.549, sent. del 14-XII-2005). Ineficacia que opera automáticamente, pues es un plazo perentorio ya que su sólo vencimiento hace decaer el derecho correspondiente. En virtud de ello carece de toda relevancia la circunstancia de que en autos se hubiera operado el plazo y posteriormente presentado el poder (fs. 206/208) pues la declaración de nulidad procede por el solo imperio de la ley (conf. Ac. 91.549, sent. del 14-XII-2005; C. 99.847, sent. del 14-IV-2010).


b) Por otra parte, se ha dicho reiteradamente que la jurisprudencia de las cámaras de apelación no constituye doctrina legal cuya eventual conculcación abra las puertas del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (conf. art. 279 del C.P.C.C., C. 101.213, sent. del 26-VIII-2009), desde que sólo reviste tal carácter la emergente de los fallos de esta Suprema Corte (conf. C. 83.158, sent. del 30-III-2010).


4. Consecuentemente, no habiéndose acreditado las infracciones legales denunciadas, el recurso debe desestimarse (art. 279, C.P.C.C.); con costas (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


5. Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores de Lázzari, Hitters y Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votaron la segunda cuestión también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A 


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, se rechaza el recurso extraordinario de nulidad interpuesto; con costas al recurrente-vencido (arts. 68 y 298, C.P.C.C.). Asimismo, se desestima el de inaplicabilidad de ley planteado; con costas (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).


El depósito previo de $2500 efectuado a fs. 399, queda perdido para el recurrente (art. 294, C.P.C.C.), debiendo el tribunal dar cumplimiento a lo dispuesto por los arts. 6 y 7 de la Resolución 425/2002.


Notifíquese y devuélvase.

EDUARDO JULIO PETTIGIANI


HECTOR NEGRI
EDUARDO NESTOR DE LAZZARI


JUAN CARLOS HITTERS



CARLOS E. CAMPS 



Secretario
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